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Quito, D. M., 26 de enero del 2011

Sentencia N.° 001-11-SIO-CC

CASO N.° 0005-10-IO

LA CORTE CONSTITUCIONAL para el período de transición:

Ponencia del Juez Constitucional: Dr. Patricio Herrera Betancourt

I. ANTECEDENTES

QM-'

Resumen de admisibilidad

La presente acción de inconstitucionalidad por omisión fue presentada por el

señor Johnny Ricardo Firmat Chang (Secretario General de la Asociación de

Municipalidades Ecuatorianas, AME), con fecha 10 de noviembre del 2010, en

contra de la Asamblea Nacional y el Ejecutivo, al incurrir en la omisión de

desarrollar el precepto constitucional previsto en la Disposición Transitoria

Primera, inciso primero, y numeral 3 del inciso segundo de la Constitución de la

República, que ordena que el órgano legislativo en el plazo máximo de ciento

veinte días aprobará la "Ley electoral" y, en trescientos sesenta días aprobará la

"Ley que regule la participación ciudadana".

La Secretaría General de la Corte Constitucional, para el período de transición,

en virtud de lo dispuesto en el artículo 17 del Reglamento de Sustanciación de

Procesos de Competencia de la Corte Constitucional, publicado en el Suplemento

del Registro Oficial N.° 127 del 10 de febrero del 2010, con fecha 10 de

noviembre del 2010 ha certificado que esta acción signada con el N.° 0005-10-

IO, tiene relación con el caso N.° 0004-10-IO, causa que ha esa fecha se

encontraba en la Sala de Admisión.

Con fecha 07 de diciembre del 2010 a las 17h55, la Sala de Admisión de la Corte

institucional resolvió admitir a trámite la presente acción. De conformidad con
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el sorteo efectuado por el Pleno del Organismo, en sesión ordinaria del 11 de

enero del 2011, el Secretario General de la Corte Constitucional remitió el

expediente al Dr. Manuel Viteri Olvera, como juez constitucional sustanciador.

El juez constitucional sustanciador avoca conocimiento de la presente causa con

fecha 13 de enero del 2011, disponiendo entre otras circunstancias: "[...] L-

Agréguese al proceso los escritos de contestación a la demanda y señalamiento

de casillero constitucional presentados por el doctor Alexis Mera Giler,

Secretario Nacional Jurídico de la presidencia de la República y la doctora

Martha Escobar Koziel, Directora Nacional de patrocinio y Delegada del

Procurador General del Estado, que serán considerados al momento de

elaboración del respectivo proyecto; 2.- Tómese en cuenta las casillas

constitucionales señaladas para futuras notificaciones; 3.- Por segunda ocasión

y en relación con los numerales 1 y 2 del Considerando Cuarto del Auto de

Admisión, defecha 07 de diciembre del 2010, a las 17h55, dictado por la Sala de

Admisión de la Corte Constitucional, para el periodo de transición, conformada

por los Doctores Alfonso Luz Yunes, patricio Herrera Betancourt y Patricio

Pazmiño Freiré, Jueces Constitucionales, previo a resolver lo que corresponda,

remítase atento oficio al Presidente de la Asamblea Nacional, afín de que en el

término de 48 horas de recibida la presente providencia, intervenga defendiendo

o impugnando la constitucionalidad de la norma demandada y remita a esta

Corte el expediente con los informes y demás documentos que dieron origen a

las normas impugnadas; 4.- De conformidad con lo señalado en elprimer inciso

del artículo 85 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control
Constitucional, se abre el término de diez días, para que cualquier persona

pueda intervenir defendiendo o impugnando la constitucionalidad de las normas

jurídicas demandadas; 5.- Intervenga como Actuario en la presente causa el

abogado Tomás Jácome Benavides.- Cúmplase y Notifiquese ".

De la demanda y sus argumentos

El señor Johnny Ricardo Firmat Chang (Secretario General de la Asociación de

Municipalidades Ecuatorianas, AME), manifiesta que de conformidad con los

artículos 61, 132, 133 y la Disposición Transitoria Primera de la Constitución de

la República, el ejercicio de los derechos políticos, incluido el de revocar el

mandato de las autoridades de elección popular, debe ser adecuado y

suficientemente regulado en una ley orgánica, sea esta la que se refiere a los

procesos electorales o bien la que determina el modo en que la participación
ciudadana se hace efectiva.
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Señala que la revocatoria de mandato prevista en el artículo 105 de la

Constitución de la República es una especie de género de consulta popular, según

lo dispuesto en el artículo 75, numeral 3, literal e de la Ley Orgánica de

Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, y sin embargo, a criterio del

accionante se la ha excluido del dictamen previo de control constitucional

atribuido a la Corte Constitucional, por mandato expreso del último inciso del

artículo 104 de la Constitución.

En la Ley Orgánica Electoral, en el artículo 200 se realiza el único desarrollo

normativo a los textos constitucionales, de manera incorrecta e incompleta,

estableciendo un plazo menor al que establece el artículo 106 constitucional.

La Ley Orgánica de Participación Ciudadana únicamente agrega en el artículo

27, un plazo para la recolección del respaldo ciudadano de ciento ochenta días,

sin determinar más requisitos.

Manifiesta que de las normas legales antes invocadas "[...] se desprende que aún

cuando existe regulación, se ha omitido elementos normativos

constitucionalmente relevantes que requieren ser subsanados por la Corte

Constitucional", ante lo cual el accionante consigna como requisitos sustantivos

para la activación y conclusión del proceso de revocatoria los siguientes: "[...]

¿Qué cuestionamientos a la autoridad justifican un proceso de revocatoria del

mandato a la luz de la aplicación sistemática y ponderada de los principios y

reglas constitucionales?; ¿Cuál debe ser la pregunta que debe hacerse a la

ciudadanía?; ¿Debe ser calificada la constitucionalidad de la pregunta de

revocatoria por la Corte Constitucional?; ¿Qué requisitos debe cumplir el o los

promotores y quienes respaldan la solicitud y cómo se los debe acreditar a

efectos de la activación de un proceso de revocatoria de mandato?; ¿Existe

diferencia de requisitos entre los participantes en el proceso electoral de

revocatoria de mandato y quienes respaldan la solicitud de revocatoria?; ¿Se

entiende que una solicitud desechada por el Consejo Nacional Electoral ha

activado un proceso de revocatoria de mandato y, por tanto, no puede ser

planteada nueva solicitud?; ¿Caben tantas solicitudes cuantas se llegaren a

plantear, mientras no exista un proceso electoral?; ¿El Consejo Nacional

Electoral puede o debe acumular solicitudes de revocatoria de mandato?; ¿La

determinación de respaldo previsto para la presentación de una solicitud de

revocatoria se efectúa en función de cada promotor?; ¿Se pueden sumar

respaldos a efectos de consolidar una solicitud?; ¿Qué derechos tiene la

'autoridad cuestionada' [...]". Entre los requisitos de competencia y

procedimiento que según el accionante se debe especificar: "¿Qué requisitos
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debe contener la solicitud?; ¿La Corte Constitucional, al amparo de la

Constitución de la República, debe intervenir en estos procesos de revocatoria

de mandato, emitiendo su dictamen de constitucionalidad respecto de la

pregunta a serformulada?; ¿Con qué procedimiento y en qué tiempos?; ¿En qué

debe fundamentar el Consejo Nacional Electoral su eventual 'aceptación' de las

solicitudes de revocatoria de mandato?; ¿Cuánto tiempo tiene el Consejo

Nacional Electoral para evaluar y 'aceptar' la solicitud de la ciudadanía, antes

de convocar al proceso electoral?; ¿Qué efectos se derivan del incumplimiento

de plazos y procedimiento?, ¿Qué recursos se tienen?, ¿Qué efectos se producen

en tanto se resuelven los recursos interpuestos? ".

Agregúese al proceso el escrito presentado por el legitimado activo con fecha 19

de enero del 2011 a las 12h21, en donde, de conformidad con lo dispuesto en el

artículo 87 de la Constitución y 6 de la Ley Orgánica de Garantías

Jurisdiccionales y Control Constitucional, solicita que se dicte como medida

cautelar la suspensión de los procesos de revocatoria de mandato iniciados y

dispuestos por el Consejo Nacional Electoral, en razón de que violentan de

manera flagrante derechos reconocidos constitucionalmente a las autoridades de

elección popular de los gobiernos autónomos descentralizados.

Pretensión concreta

Por lo expuesto, el legitimado activo solicita que la Corte Constitucional declare

la inconstitucionalidad en la que ha incurrido la Asamblea Nacional por omisión

legislativa relativa del mandato constitucional, contenido en la Disposición

Transitoria Primera de la Constitución de la República, dentro del plazo

establecido en la precitada norma.

Por tratarse de una omisión legislativa relativa es necesario que la Corte

Constitucional formule, por vía jurisprudencial y hasta que efectivamente sea

expedida la correspondiente ley, las reglas básicas correspondientes que sean

indispensables para garantizar la debida aplicación de los mandatos

constitucionales.

CONTESTACIÓN DE LOS LEGITIMADOS PASIVOS

Contestación de la Presidencia de la República

CL
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A fs. 26 a 34 consta la contestación de la Presidencia de la República, por medio

de la cual, el señor doctor Alexis Mera Giler, Secretario Nacional Jurídico de la

Presidencia de la República, manifiesta en los siguientes términos:

Respecto a la supuesta omisión legislativa, que la doctrina y la jurisprudencia en

varios países latinoamericanos dividen a la inconstitucionalidad por omisión en

total o formal y la parcial y material. Que la total o formal es cuando se omite por

alguna autoridad la aplicación o disposición directa de una norma constitucional;

mientras que la parcial o material es cuando la ley que se promulgó no contiene

ciertos principios o normas constitucionales, por tanto en la presente acción de

inconstitucionalidad por omisión legislativa, el accionante no está claro si

propone por omisión total o parcial; es por ello que da contestación en ambos

sentidos.

Que según el legitimado activo se incumplió con la Disposición Transitoria

Primera de la Constitución de la República, es decir, el tiempo que se encontraba

normado para la expedición de ciertas normas legales. Sin embargo, expresa que

lo que obvió el accionante al interponer su escrito fue la Sentencia de la Corte

Constitucional N.° 1 dentro del caso N.° 0019-09-IC, publicada en el Registro

Oficial N.° 159 del 26 de febrero del 2010, en donde la facultad legislativa que

tiene la Asamblea Nacional no se coarta con el plazo establecido en la

Disposición Transitoria Primera, disposición que según la Presidencia de la

República, ya no posee una vigencia normativa constitucional, por lo que no

puede producir efecto alguno.

Que en la antes mentada Disposición constitucional en ninguna parte de su

contenido se regula algún tipo de sanción, en caso de incumplimiento del plazo

señalado, y al haber una sentencia interpretativa de la Disposición Transitoria

Primera, en donde se determina con claridad que el incumplimiento del plazo no

atañe ninguna consecuencia en las leyes expedidas ni en la responsabilidad de la

Asamblea Nacional en cumplir con el aludido plazo, por lo que de conformidad

con el numeral 3 del artículo 2 de la Ley de Garantías Jurisdiccionales y Control

Constitucional, que regula la obligatoriedad del precedente constitucional, los

parámetros interpretativos de la Constitución fijados por la Corte Constitucional

tienen fuerza vinculante; ante lo cual declarar la inconstitucionalidad por omisión

legislativa total o formal en el presente caso "sería un absurdo".

Respecto a una posible inconstitucionalidad por omisión parcial o material,

destaca con referencia a la supuesta necesidad del dictamen previo de la Corte

onstitucional para la revocatoria de mandato, al afirmar el legitimado activo
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que de conformidad con el artículo 75, numeral 3, literal e de la Ley orgánica de

Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, la revocatoria de mandato

está calificada como una especie de género de la "consulta popular", y que no

obstante, se ha excluido de la competencia de la Corte Constitucional la emisión

de su dictamen previo de control constitucional.

Manifiesta que este criterio es totalmente errado, ya que la consulta popular es la

democratización directa que posee el país, porque da la facultad desde al

presidente de la República hasta a un grupo de ciudadanos para consultar a la

población sobre cualquier asunto; y que ante esta facultad tan amplia y de

trascendencia que puede conllevar las preguntas a plantearse en la consulta, es

que existe la necesidad de que un organismo institucional, en este caso la Corte

Constitucional, vele por la constitucionalidad y legalidad de las preguntas que se

fueran a formular. Que siguiendo esta línea, los constituyentes plasmaron en el

artículo 104 de la Constitución, la necesidad de un dictamen previo de la Corte

Constitucional para cualquier consulta popular. Que el proceso de revocatoria de

mandato es para ver si la autoridad elegida por votación popular sigue o no en el

cargo; que existirá una solo pregunta encaminada a lo mencionado con

anterioridad, y en este sentido resulta inoportuno e impertinente que la Corte

Constitucional entre a analizar si la pregunta de "si o no" es constitucional o

legal, y es por eso que el literal e del numeral 3 del artículo 75 de la Ley

Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, excluye el

dictamen previo en los casos de revocatoria de mandato.

Sobre el referente temporal desde que hay que contar el plazo en la revocatoria

de mandato, manifiesta que el accionante inequívocamente señala que no se

encuentra establecido con claridad en la Constitución de la República ni en las

disposiciones legales. Sin embargo, manifiesta que en la propia Constitución,

Ley Orgánica de Participación Ciudadana y Ley Orgánica Electoral se explica

desde cuando se comienza a contar los plazos en la revocatoria de mandato.

Finalmente, señala que la pretensión del accionante de poner requisitos o

condiciones para solicitar la revocatoria del mandato, esto coartaría la

democracia directa que posee cada ciudadano, y se estaría dando poder al Estado,

cuando éste radica en el pueblo, sin ser pertinente normar procedimientos que

"ya están regulados hasta la saciedad". Que el artículo 106 de la Constitución

determina el plazo de quince días, una vez aprobada la solicitud para iniciar el

proceso de revocatoria de mandato; sin embargo, el artículo 200 de la Ley

Orgánica Electoral y el artículo 27 de la Ley Orgánica de Participación

ciudadana determinan el plazo de siete días, y ante la evidente
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inconstitucionalidad por el fondo de las normas invocadas, solicita que se declare

la inconstitucionalidad en su parte pertinente, allanándose parcialmente a lo

solicitado por el legitimado activo en este asunto.

Contestación de la Asamblea Nacional

Mediante escrito presentado el 12 de enero del 2011, el señor Fernando Cordero

Cueva, Presidente de la Asamblea Nacional, sobre la demanda del legitimado

activo expone:

Que el accionante indica que el precepto constitucional, cuyo desarrollo

normativo se ha omitido por parte de la Asamblea Nacional, es la Disposición

Transitoria Primera, inciso primero y numeral 3 del inciso segundo de la

Constitución; sin embargo, el representante de la Asamblea Nacional manifiesta

que la Ley Orgánica Electoral, Código de la democracia fue aprobada y

publicada en el Suplemento del Registro Oficial N.° 578 del 27 de abril del 2009;

que la Ley Orgánica del Consejo de Participación Ciudadana fue aprobada y

publicada en el Suplemento del Registro Oficial N.° 22 del 09 de agosto del

2009, y la Ley Orgánica de Participación Ciudadana fue aprobada y publicada en

el Suplemento del Registro Oficial N.° 175 del 20 de abril del 2010.

El accionante, de forma contradictoria, expresa: "d) Del análisis de las normas

de desarrollo constitucional que debían ser emitidas de conformidad con la

Disposición Transitoria Primera de la Constitución se desprende que aún

cuando existe regulación, se han omitido elementos normativos

constitucionalmente relevantes que requieren ser subsanados por la Corte

Constitucional". Esto es, que la Asamblea Nacional aprobó las leyes que

menciona la Disposición Transitoria Primera de la Constitución, y lo que alega el

accionante son elementos subjetivos que a su parecer debían constar en las leyes

aprobadas, en especial sobre los mecanismos de la revocatoria del mandato.

El accionante no ha planteado la inconstitucionalidad de las leyes orgánicas

Electoral, del Consejo de Participación Ciudadana o de Participación Ciudadana,

sino que las reconoce expresamente.

Finalmente, alega la aplicación de los principios preconstitucional de la ley y de

correspondencia y armonía, interpretando la Constitución como un cuerpo

jurídico integral, por lo que ante la falta de sustento jurídico, solicita que se

deseche por improcedente e infundada la demanda planteada.

http://www.corteconstitucional.gob.ee
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Mediante escrito presentado el 14 de enero del 2011, el Presidente de la

Asamblea Nacional presenta un escrito en donde adjunta la certificación

conferida por el señor Secretario General de la Asamblea Nacional, en donde

consta que no existe omisión sobre la acción propuesta en virtud de que el

Consejo de Administración Legislativa ha dado trámite a las normas legales

materia de la demanda.

La antes mencionada certificación hace constar que en sesión realizada el 12 de

enero del 2011, el Consejo de Administración Legislativa adoptó la resolución en

donde se resuelve:

"Artículo 1.- Calificar posproyectos de Ley de Reformas a la Ley Orgánica de

Participación Ciudadana y Control Social y a la Ley Orgánica Electoral y de

Organizaciones Políticas, Código de la democracia, en virtud de que se cumplen

todos los requisitos señalados en el artículo 56 de la Ley Orgánica de la Función

Legislativa: (Iniciativas presentadas por las asambleístas Rocío Valarezo

Ordóñezy Nivea Velez Palacio).

Artículo 2.- Los proyectos de Ley referidos en el artículo 1 de esta resolución,

son prioritarios para el Ecuador y por lo tanto se remiten a la Comisión

Especializada Permanente de Gobiernos Autónomos, Descentralización,

Competencias y Organización del Territorio, para el tratamiento

correspondiente con el carácter de urgente a partir del 12 de enero de 2011.

Artículo 3.- Disponer a la Comisión Especializada Permanente de Gobiernos

Autónomos, Descentralización, Competencias y Organización del Territorio,

analizar los proyectos de Ley citados en el artículo 1 de esta Resolución, en el

menor tiempo posible ypresente un solo articulado, para conocimiento del Pleno

de la Asamblea Nacional, según lo dispuesto en la Ley Orgánica de la Función
Legislativa [...] ".

Texto de la norma cuya inconstitucionalidad por omisión se demanda

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

PRIMERA.- El órgano legislativo, en el plazo máximo de ciento veinte días

contados desde la entrada en vigencia de esta Constitución aprobará la ley que

desarrolle el régimen de soberanía alimentaria, la ley electoral, la ley

reguladora de la Función Judicial, del Consejo de la Judicatura y la que regula

el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social.

r
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En el plazo máximo de trescientos sesenta días, se aprobarán las siguientes

leyes:

3. La ley que regule la participación ciudadana.

II. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS

Competencia de la Corte

El Pleno de la Corte Constitucional, para el período de transición, es competente

para conocer y resolver el presente caso, de conformidad con lo previsto en el

artículo 27 del Régimen de Transición, publicado en la Constitución de la

República del Ecuador, en el Registro Oficial N.° 449 del 20 de octubre del

2008, en concordancia con la Disposición Transitoria Tercera de la Ley

Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, publicada en el

Segundo Suplemento del Registro Oficial N.° 52 del 22 de octubre del 2009.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 436 numeral 10 de la

Constitución de la República, la Corte Constitucional es competente para

declarar la inconstitucionalidad en la que incurran las instituciones del Estado o

autoridades públicas que por omisión inobserven, en forma total o parcial, los

mandatos contenidos en normas constitucionales, dentro del plazo establecido en

la Constitución o en el plazo considerado razonable por la Corte Constitucional.

Si transcurrido el plazo la omisión persiste, la Corte, de manera provisional,

expedirá la norma o ejecutará el acto omitido, de acuerdo con la ley, en

concordancia con el artículo 128 de la Ley Orgánica de Garantías

Jurisdiccionales y Control Constitucional y artículo 75 del Reglamento de

Sustanciación de Procesos de Competencia de la Corte constitucional.

Determinación de los problemas jurídicos que se resolverán

Para resolver la presente causa, esta Corte procede a efectuar el análisis

correspondiente, para lo cual se plantean los siguientes problemas jurídicos:

1. ¿Cuál es la naturaleza y el objeto de la acción de inconstitucionalidad por

omisión?

2. ¿La Asamblea Nacional ha incurrido en inconstitucionalidad por omisión al no

desarrollar normativamente los preceptos constitucionales contenidos en la

Disposición Transitoria Primera de la Constitución de la República?

www.corteconstitucional.gob.ee
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3. ¿La Asamblea Nacional ha omitido elementos normativos constitucionalmente

relevantes al no regular la revocatoria de mandato?

1. ¿Cuál es la naturaleza y el objeto de la acción de inconstitucionalidad por

omisión?

Conforme lo determina el artículo 436, numeral 10 de la Constitución de la

República del Ecuador, entre las competencias de la Corte Constitucional se

encuentra: "declarar la inconstitucionalidad en que incurran las instituciones

del Estado o autoridades públicas que por omisión inobserven, en forma total o

parcial, los mandatos contenidos en normas constitucionales, dentro del plazo (

establecido en la Constitución o en el plazo considerado razonable por la Corte

Constitucional. Si transcurrido el plazo la omisión persiste, la Corte de manera

provisional, expedirá la norma o ejecutará el acto admitido, de acuerdo con la

ley".

De la lectura del antes mentado precepto constitucional se puede colegir que la

Constitución de la República establece la denominada inconstitucionalidad por

omisión, como una institución del derecho constitucional asociada al

denominado control abstracto de constitucionalidad, correspondiendo a los jueces

constitucionales determinar si las instituciones estatales o las autoridades

públicas por omisión han inobservado una disposición constitucional expresa,

que contenga un deber claro y concreto de desarrollar normativamente los

preceptos constitucionales.

De ahí que un primer cuestionamiento a ser despejado es determinar ¿en qué {

consiste la denominada inconstitucionalidad por omisión? Para Gomes

Canotilho, la inconstitucionalidad por omisión legislativa es: "el incumplimiento

de mandatos constitucionales permanentesy concretos"1.

La diferenciación que se produce entre la simple omisión -entendiéndose aquella

como el dejar de hacer algo teniendo la obligación jurídica de hacerlo- y la

omisión constitucional legislativa, radica en que esta última no consiste en el

simple no hacer, sino que se hace extensiva al no hacer algo, que de forma

concreta se estaba constitucionalmente obligado.

En cuanto al elemento temporal, la inconstitucionalidad por omisión legislativa

presupone la existencia de un universo temporal, en donde determinada

1 José Joaquim Gomes Canotilho, Direito Constitucional, 4ta edición, Livraria Almedina, Coimbra, p.
829.
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disposición normativa debe ser implementada en el ordenamiento jurídico de un

país; sin embargo, aquello puede verse relativizado por circunstancias ajenas a la

voluntad del legislador.

Para Gomes Canotilho "[...] el momento decisivo para la determinación de la

inconstitucionalidad por omisión no es el de los plazos o límites temporales -ni

tan siquiera aunque estuviesen estipulados por el constituyente—, sino el de la

importancia e indispensabilidad de la mediación legislativa para el

cumplimiento y exigibilidad de la norma constitucional [...] así entendido habrá

de ser el parámetro decisivo para precisar la razonabilidad del periodo de

tiempo por el que se prolonga la inacción del legislador" .

A continuación observaremos cómo esta institución de la inconstitucionalidad

por omisión guarda armonía con varios principios constitucionales; es así como

bajo el paradigma del Estado Constitucional de Derechos y Justicia, se afirma el

principio de supremacía constitucional, lo cual implica una aplicación material de

los preceptos constitucionales y el sometimiento de todas las personas,

autoridades e instituciones a la Constitución de la República; entre ellas del

poder legislativo a través de su vinculación a lo establecido en el texto

constitucional. Es así como se configura otro derecho como la primacía

constitucional, siendo aquella una de las características relevantes del Estado

Constitucional de Derechos y Justicia.

En la acción de inconstitucionalidad por omisión se parte del supuesto de que las

instituciones o autoridades públicas pueden errar al inobservar preceptos

constitucionales en donde se les impone el deber de desarrollar normativamente

aquellos preceptos.

Al respecto, Peña Freiré sostiene:

"[...] Este derrumbe de la inatacabilidad y de la inhabilidad del

legislador afecta a la comprensión de la soberanía en el Estado

constitucional de derecho. A la soberanía del poder legislativo propia del

Estado legislativo sucede ahora la soberanía de la constitución. Sólo la

constitución es absolutamente soberana -si bien no se trata de una

soberanía excluyente sino abierta, dúctil y que, más que imponerse

incondicionalmente, pretende la máxima pluralidadpolítica (Zagrebelsky,

2 Francisco Fernández Segado, La inconstitucionalidad por omisión: ¿cauce de tutela de los derechos de

naturaleza socioeconómica?, en Inconstitucionalidad por omisión, Víctor Bazán, coordinador, Temis,

Bogotá, 1997, pp. 13-14.

7 www.corteconstitucional.gob.ee
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1992, 12)- mientras que el resto de los poderes del Estado están

vinculados a ella [...] .

Con aquello se busca que la Corte Constitucional, máximo órgano de

interpretación y control constitucional en nuestro país, realice un control de

constitucionalidad no solo de las leyes, sino que para garantizar la supremacía

constitucional, aquel control también se hace extensivo al no cumplimiento de un

deber constitucional expreso.

Recordemos que la no producción legislativa que armonice el ordenamiento

jurídico con el vigente texto constitucional puede generar una vulneración de

derechos constitucionales; así, cuando no se han desarrollado normativamente los

preceptos constitucionales, esta omisión adquiere un sentido restrictivo de

derechos.

La naturaleza jurídica de esta acción constitucional se encuentra asociada a la

omisión jurídica. Para que opere la inconstitucionalidad por omisión los órganos

competentes deben omitir un deber claro y concreto, siendo este deber, en el caso

de omisión legislativa, el desarrollar normativamente los preceptos

constitucionales.

Es por ello que dentro del propio texto constitucional, esta obligación de hacer

normativa debe estar señalada expresamente, así como las instituciones del

Estado o autoridades públicas que deben dar cumplimiento a ese mandato

constitucional, dentro de los plazos determinados en la propia Constitución, o de

no existirlos, dentro del plazo considerado razonable por la Corte Constitucional.

2. ¿La Asamblea Nacional ha incurrido en inconstitucionalidad por omisión

al no desarrollar normativamente los preceptos constitucionales contenidos

en la Disposición Transitoria Primera de la Constitución de la República?

Conforme ya se ha destacado en líneas anteriores, de la supremacía de la

Constitución se deriva un mandato general a todos los poderes y autoridades

públicas y privadas, que les obliga a hacer efectivas todas las normas

constitucionales, más aún cuando estos mandatos son disposiciones normativas

constitucionales expresas, como en el caso de la Disposición Transitoria Primera

de la Constitución de la República del Ecuador, que en la especie determina:

Antonio Manuel Peña Freiré, La garantía en el Estado constitucional de derecho, Editorial Trotta
Madrid, 1997, p. 212.
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"El órgano legislativo, en elplazo máximo de ciento veinte días contados

desde la entrada en vigencia de esta Constitución aprobará la ley que

desarrolle el régimen de soberanía alimentaria, la ley electoral, la ley

reguladora de la Función Judicial, del Consejo de la Judicatura y la que

regula el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social

En el plazo máximo de trescientos sesenta días, se aprobarán las

siguientes leyes:

3. La ley que regule la participación ciudadana".

La Corte Constitucional, dentro del caso N.° 0019-09-IC, publicado en el

Registro Oficial N.° 159 del 26 de febrero del 2010, expidió la sentencia

interpretativa N.° 0001-09-SIC-CC, por medio de la cual, en la parte resolutiva se

dispone "(...) 2. La atribución de la Asamblea Nacional de expedir, codificar,

reformar y derogar las leyes, no se limita por el vencimiento de los plazos por la

norma constitucional transitoria; por el contrario, el poder del legislador de

aprobar las leyes es una atribución específica, propia de su esencia que

permanece vigente, pues lofundamental es que la expedición de leyes responda a

un profundo análisis legislativo y una importante participación ciudadana ".

Atendiendo a la demanda planteada y conforme ya lo ha expresado la Corte

Constitucional, la facultad legislativa no se coarta con el plazo establecido en la

Disposición Transitoria Primera de la Constitución de la República; pero para

que el legislador no incurra en inconstitucionalidad por omisión, debe demostrar

que ha tomado las medidas necesarias para dar cumplimiento a la obligación

constitucional contenida en la Disposición Transitoria objeto del presente

control.

En aquel sentido cabe destacar: en primer lugar, la aparente inconstitucionalidad

por omisión, conforme lo destaca el legitimado activo en su demanda, va

direccionada hacia el no cumplimiento de la obligación de aprobar, entre otras, la

Ley electoral, la que regula el Consejo de Participación Ciudadana y la ley que

regula la participación ciudadana; por tanto, la figura de inconstitucionalidad por

omisión legislativa solo podría verse configurada ante la negligencia y manifiesta

falta de cumplimiento por parte del legislador de esta disposición constitucional.

Sin embargo y conforme se ha determinado en el ordenamiento jurídico interno,

. la Asamblea Nacional, encargada de la potestad legislativa, ha procurado el

/~\^_-_-desarrollo normativo contenido en la Primera Disposición Transitoria
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constitucional; en la especie: la Ley Orgánica Electoral, Código de la

Democracia, misma que fue aprobada y publicada en el Suplemento del Registro

Oficial N.° 578 del 27 de abril del 2009; la Ley Orgánica del Consejo de

Participación Ciudadana y Control Social que fue aprobada y publicada en el

Suplemento del Registro Oficial N.° 22 del 09 de agosto del 2009 y la Ley

Orgánica de Participación Ciudadana, que fue aprobada y publicada en el

Suplemento del Registro Oficial N.° 175 del 20 de abril del 2010.

Como se puede observar, la Asamblea Nacional ha dado cumplimiento al

precepto constitucional determinado en la Primera Disposición Transitoria de la

Constitución de la República, por lo que bajo una interpretación integral del texto

constitucional y aplicando una interpretación teleológica de la norma en cuestión,

se desprende que más allá de los plazos establecidos en la disposición

constitucional, lo que el constituyente buscó como fin fue que el órgano

legislativo implemente el ordenamiento jurídico necesario para el desarrollo de la

Constitución, lo cual está acorde con uno de los objetivos primordiales de la

Función Legislativa, como es el crear leyes.

Ya lo ha mencionado la Corte Constitucional en su sentencia interpretativa N.°

0001-09-SIC-CC4 "[...] pero ello no significa que al haber fenecido el
mencionado plazo haya también caducado la potestad del legislador de expedir,

codificar, reformar, y derogar las leyes e interpretarlas con carácter

generalmente obligatorio [...] la Función Legislativa ejercida por la Asamblea

Nacional por mandato constitucional tiene plena atribución para dictar normas

de naturaleza legislativa, es decir, disposiciones escritas de carácter general. En

otras palabras, la primera función de la Asamblea Nacional conforme la

cláusula de competencia establecida en el numeral 6 del artículo 120 de la

Constitución es legislar, potestad que no se ve limitada por mandato del poder

constituyente al establecerse plazos para la expedición de ciertas normas

legales; lo que ocurre es que el constituyente señaló ciertos mandatos de

optimización para normar la transición a un nuevo modelo de Estado

constitucional y democrático de derechos. De esta forma, nos encontramos

frente a una facultad que no es posible desligar del poder legislativo porque es
connatural a él [...] ".

En efecto, y conforme se ha manifestado en la sentencia interpretativa antes

expuesta, el legislador debe cumplir con su tarea fundamental de expedir,

codificar, reformar las leyes; y conforme lo establece la Disposición Transitoria

4 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia interpretativa No. 0001-09-SIC-CC, dentro del caso No.
0019-09-IC, publicada en le RO Suplemento No. 159 de 26 de febrero de 2010
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Primera de la Constitución, implementar el desarrollo normativo de las leyes ahí

determinadas; situación que ha sido realizada por la Asamblea Nacional,

aprobándose y publicándose las leyes en cuestión. Es por ello que no cabe

considerar que el legislador haya incurrido en una omisión legislativa, puesto que

las leyes cuya inconstitucionalidad por omisión se demanda, han sido

debidamente aprobadas y publicadas.

Adicionalmente, el principio pro legislatore determina que al momento de la

producción normativa legal, el legislador ha observado la adecuación de la norma

creada con el marco constitucional vigente; en aquel sentido, ha de entenderse

que la Asamblea Nacional, al aprobar las leyes: electoral, del Consejo de

Participación Ciudadana y Control Social, y la ley que regula la participación

ciudadana, ha observado el mandato contenido en este precepto constitucional.

Por tanto, más allá de los plazos establecidos, no existe inobservancia

constitucional del legislador ni existe una omisión a la obligación de aprobar las

leyes antes mencionadas. En fin, la inconstitucionalidad por omisión será la

ultima ratio, ya que el órgano de control constitucional previo a declararla, debe

exhortar al órgano competente para que dicte la norma en un plazo razonable.

3. ¿La Asamblea Nacional ha omitido elementos normativos

constitucionalmente relevantes al no regular la revocatoria de mandato?

Frente a la Disposición Transitoria Primera de la Constitución de la República,

surge la inquietud de que si como producto de una aparente omisión legislativa

existen lagunas o antinomias5 en el marco constitucional y legal vigente,

producto de la inobservancia de este deber por parte del legislador.

Frente a aquello debemos determinar la diferenciación entre lagunas y

antinomias. Al respecto, el profesor Manuel Peña Freiré menciona: "La

localización de lagunas respecto de lo establecido por la constitución va referida

a la garantía frente a la inactividad del legislativo, mientras que la localización

de antinomias apunta a la garantíafrente a las normas vigentes pero no válidas,

que presuponen, en cualquier caso, un acto legislativo expreso " .

5 "Una antinomia se produce cuando un derecho coexiste con una norma o acto que lo contradice; de este

modo la lesión al derecho presupone un acto expreso, el acto o norma que lo vulnera, que es fácilmente

localizable y eliminable, o al menos más fácil que localizar y colmar una omisión. El sistema de control

de constitucionalidad es el responsable de la eliminación de antinomias entre la constitución y las leyes, y

la función jurisdiccional del resto de antinomias posibles, sean de ejecución administrativa, judicial o

legal". Ver Antonio Manuel Peña Freiré, La garantía en el Estado constitucional de derecho, Editorial

/ Trotta, Madrid, 1997, p. 220.
/*~T ^^-^ Antonio Manuel Peña Freiré, La garantía en el Estado constitucional de derecho, Editorial Trotta,

^—-"""^ Madrid, 1997, p. 213.

.corteconstitucional.gob.ee
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El primer elemento a ser despejado y conforme se determinó en el problema

jurídico anterior hace referencia a una posible laguna generada por el legislador

al haber omitido su deber de aprobar las leyes demandadas por el legitimado

activo, contenidas en la Disposición Transitoria Primera del texto constitucional,

dentro de los plazos establecidos en la disposición precitada.

En aquel sentido, debido a la omisión legislativa se tiende a crear un vacío

normativo que no ha sido subsanado por disposición normativa alguna, es decir,

cuando hablamos de laguna nos encontramos frente a un caso desprovisto de
regulación.

"[...] Si lo incumplido, es la obligación de actuar normativamente para

desarrollar un derecho social, el resultado será la aparición de una

laguna, es decir, un caso aparentemente desprovisto de regulación "7.

En el presente caso podemos observar que el legislador ha desarrollado las

disposiciones normativas a través de la Ley Orgánica Electoral, Código de la

Democracia, aprobada y publicada en el Suplemento del Registro Oficial N.° 578

del 27 de abril del 2009; la Ley Orgánica del Consejo de Participación Ciudadana

y Control Social, aprobada y publicada en el Suplemento del Registro Oficial N.°

22 del 09 de agosto del 2009, y la Ley Orgánica de Participación Ciudadana,

aprobada y publicada en el Suplemento del Registro Oficial N.° 175 del 20 de

abril del 2010; por tanto, no existe una laguna ni un vacío normativo. En aquel

sentido no tiene asidero considerar que exista una omisión legislativa total, ya

que las leyes han sido promulgadas y se encuentran vigentes en el ordenamiento

jurídico ecuatoriano, dando cumplimiento de esta forma a la primacía y fuerza

normativa de la Constitución, plasmándose materialmente en la producción

normativa cuando los preceptos constitucionales así lo dispongan; debiendo el

legislador cumplir con este deber en el proceso de ejecución constitucional, a

través de la incorporación de las distintas leyes enunciadas en la Primera

Disposición Transitoria de la Constitución de la República del Ecuador,

armonizando el ordenamiento jurídico ecuatoriano con el texto constitucional, y
los principios y derechos en ella planteados.

Una disyuntiva que se presenta en esta acción es en cuanto a los plazos

establecidos en el texto constitucional; sin embargo, aquello no puede llevarnos

exclusivamente a la literalidad de la norma constitucional, sino que en una

7 Antonio Manuel Peña Freiré, La garantía en el Estado constitucional de derecho Editorial Trotta
Madrid, 1997, p. 219.
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interpretación integral del texto constitucional, debemos entrar a analizar el

espíritu de la norma y a la intención del legislador para dar cumplimiento al

precepto constitucional en cuanto al tiempo. Es decir, si el legislador ha dejado

transcurrir el periodo de tiempo determinado en la disposición constitucional sin

proceder al cumplimiento de esa obligación, podríamos encontrarnos frente al

escenario de una inconstitucionalidad por omisión legislativa.

En aquel sentido, si el legislador ha demostrado que ha emprendido en los

esfuerzos para la promulgación de determinada norma, pero las circunstancias

políticas o sociales se lo han impedido, habrá de entenderse que no ha incurrido

en omisión legislativa, ya que circunstancias ajenas no le han permitido dar

cumplimiento al mandato constitucional en el lapso determinado, sin que ello

comporte una conducta omisiva del legislador. Esta flexibilidad no debe ser

confundida con la negligencia o desidia legislativa.

Se puede colegir que el legislador tampoco ha incurrido en inconstitucionalidad

parcial por omisión, ya que en la especie, los presupuestos para que se produzca

la denominada revocatoria de mandato se encuentran consagrados dentro del

texto constitucional8 en cuanto a los tiempos y presupuestos en que debe operar

la antes mentada revocatoria.

El desarrollo de esta institución debe normarse a través del legislador, para lo

cual, la Asamblea Nacional debe emprender a través de sus disposiciones legales

a desarrollar esta institución constitucional, situación que aparentemente no ha

8 Art. 105.- Las personas en goce de los derechos políticos podrán revocar el mandato a las autoridades de

elección popular.

La solicitud de revocatoria del mandato podrá presentarse una vez cumplido el primero y antes del último

afio del periodo para el que fue electa la autoridad cuestionada. Durante el periodo de gestión de una

autoridad podrá realizarse sólo un proceso de revocatoria del mandato.

La solicitud de revocatoria deberá respaldarse por un número no inferior al diez por ciento de personas

inscritas en el registro electoral correspondiente. Para el caso de la Presidenta o Presidente de la

República se requerirá el respaldo de un número no inferior al quince por ciento de inscritos en el registro

electoral.

Art. 106.- El Consejo Nacional Electoral, una vez que conozca la decisión de la Presidenta o Presidente

de la República o de los gobiernos autónomos descentralizados, o acepte la solicitud presentada por la

ciudadanía, convocará en el plazo de quince días a referéndum, consulta popular o revocatoria del

mandato, que deberá efectuarse en los siguientes sesenta días.

Para la aprobación de un asunto propuesto a referéndum, consulta popular o revocatoria del mandato, se

requerirá la mayoría absoluta de los votos válidos, salvo la revocatoria de la Presidenta o Presidente de la

República en cuyo caso se requerirá la mayoría absoluta de los sufragantes.

El pronunciamiento popular será de obligatorio e inmediato cumplimiento. En el caso de revocatoria del
mandato la autoridad cuestionada será cesada de su cargo y será reemplazada por quien corresponda de

acuerdo con la Constitución.
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sido desarrollada en las leyes cuya inconstitucionalidad por omisión se demanda.

Sin embargo y atendiendo la naturaleza legislativa, se puede observar que existe

la intención del legislador de implementar reformas a la Ley Electoral y a la Ley

que regula la Participación Ciudadana, tendientes a un desarrollo normativo de la

revocatoria de mandato; una muestra de aquello se observa en la certificación

extendida por la Secretaría General de la Asamblea Nacional, en donde el

Consejo de Administración Legislativa, de conformidad con lo dispuesto en el

artículo 56 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa, ha dado trámite a las

normas legales tendientes a una mejor regulación de la revocatoria de mandato

en sesión efectuada el 12 de enero del 2011, calificando los proyectos de Ley de

Reformas a la Ley Orgánica de Participación Ciudadana y Control Social y a la

Ley Orgánica Electoral, cuya iniciativa la ha planteado la Asambleísta Rocío

Valarezo Ordóñez, conforme consta en el trámite signado con el N.° 56452, y

Nivea Vélez Palacio, conforme consta en el trámite N.° 56458, verificándose que

se han cumplido los requisitos señalados en la norma antes invocada,

estableciéndose la prioridad para su tratamiento señalando, conforme lo

determina el artículo 2 de la Resolución del Consejo de Administración

Legislativa, el carácter de urgente, y disponiendo a la Comisión especializada de

Gobiernos Autónomos, Descentralización, Competencias y Organización del

Territorio, analizar conjuntamente los dos proyectos de ley presentados en el

menor tiempo posible, para que presenten un solo articulado para el

conocimiento del Pleno de la Asamblea Nacional; por tanto, no existe

inconstitucionalidad parcial por omisión legislativa.

Conclusiones finales de la Corte Constitucional

Por todo lo expuesto, se colige que la Asamblea Nacional no ha incurrido en

omisión legislativa respecto a la inobservancia del precepto constitucional

contenido en la Disposición Transitoria Primera del texto constitucional;

adicionalmente, el órgano legislativo se encuentra cumpliendo su deber de

desarrollar normativamente la institución de revocatoria de mandato, conforme

consta en las certificaciones que se aparejan en el proceso.

Respecto a la afirmación del legitimado activo acerca de que la revocatoria de

mandato es una especie del género denominado consulta popular, y por tanto en

aplicación del artículo 104 de la Constitución y artículo 75, numeral 3, literal e

de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, se

requeriría dictamen previo de control por parte de la Corte Constitucional, se

debe mencionar al legitimado activo que el artículo 61 de la Constitución de la

República realiza una diferenciación en cuanto a los derechos de participación;
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así, entre el derecho a ser consultados (artículo 61, numeral 4) y el derecho a

revocar el mandato que hayan conferido a las autoridades de elección popular

(artículo 61, numeral 6). Por ende, el espíritu del constituyente fue diferenciar

estas dos instituciones para hacer valer los derechos de participación de las

personas, por lo que considerar a la revocatoria como una especie de consulta

popular no tiene asidero; circunstancia que se encuentra claramente determinada

a través de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control

Constitucional, cuando el artículo 75, numeral 3, en cuanto al ejercicio del

control de constitucionalidad, claramente diferencia las convocatorias a consultas

populares de aquellas en donde se consulta la revocatoria de mandato.

En la revisión del proceso, esta Corte encuentra un conflicto normativo entre

disposiciones constitucionales y legales; así, el artículo 106 de la Constitución de

la República determina:

"£/ Consejo Nacional Electoral, una vez que conozca la decisión de la

Presidenta o Presidente de la República o de los gobiernos autónomos

descentralizados, o acepte la solicitud presentada por la ciudadanía,

convocará en el plazo de quince días a referéndum, consulta popular o

revocatoria del mandato, que deberá efectuarse en los siguientes sesenta

días.

Para la aprobación de un asunto propuesto a referéndum, consulta

popular o revocatoria del mandato, se requerirá la mayoría absoluta de

los votos válidos, salvo la revocatoria de la Presidenta o Presidente de la

República en cuyo caso se requerirá la mayoría absoluta de los

sufragantes.

El pronunciamiento popular será de obligatorio e inmediato

cumplimiento. En el caso de revocatoria del mandato la autoridad

cuestionada será cesada de su cargo y será reemplazada por quien

corresponda de acuerdo con la Constitución ".

Frente a esta disposición normativa existe una contradicción del texto

constitucional con las disposiciones contenidas en el inciso primero del artículo

200 de la Ley Orgánica Electoral, Código de la Democracia, y el segundo inciso

del artículo 27 de la Ley Orgánica de Participación Ciudadana, que señalan el

plazo de siete días para que el Consejo Nacional Electoral realice la

convocatoria, situación que no ha sido observada en los proyectos de reformas

enviados por la Asamblea Nacional. Por lo tanto, aplicando las competencias de

.corteconstitucional.gob.ee
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la Corte Constitucional contenidas en el artículo 436, numeral 3 de la

Constitución, es atribución de la Corte Constitucional: "Declarar de oficio la

inconstitucionalidad de normas conexas, cuando en los casos sometidos a su

conocimiento concluya que una o varias de ellas son contrarias a la

Constitución", y dada la contradicción evidente entre la disposición

constitucional y las normas legales señaladas, la Corte Constitucional,

considerando que la Constitución es la norma suprema y prevalece sobre

cualquier otra del ordenamiento jurídico, conforme lo determina el artículo 424

de la Constitución; así como el artículo 425 del texto constitucional que establece

a las normas constitucionales como jerárquicamente superiores, declara por

conexidad la inconstitucionalidad de la frase "por el plazo de siete días"

contenida en el inciso primero del artículo 200 de la Ley Orgánica Electoral,

Código de la Democracia, y el segundo inciso del artículo 27 de la Ley Orgánica

de Participación Ciudadana.

Los artículos 61, numeral 6, y 105 de la Constitución de la República, establecen

entre los derechos de participación: "revocar el mandato que hayan conferido a

las autoridades de elección popular"; siendo aquel un mecanismo de

participación en democracia de los ciudadanos ecuatorianos, por medio del cual

se les invita a participar de manera protagónica y directa en la toma de

decisiones, planificación y gestión de asuntos públicos, tendientes a establecer un

control social de las instituciones del Estado y sus representantes.

El derecho a revocar el mandato por parte de la ciudadanía a las autoridades de

elección popular, al ser un elemento importante que permite el desarrollo de la

democracia directa, debe enmarcarse dentro de un proceso transparente, por lo

que su regulación debe plasmarse en normas claras, públicas y aplicadas por las

autoridades competentes, lo que permitirá el efectivo goce de este derecho
ciudadano.

Es necesario establecer que los procesos electorales de revocatoria de mandato

que se llevaron a cabo, así como los procesos electorales que ya se encuentran

convocados y en marcha, se han efectuado aplicando la normativa legal vigente,

por lo que este Organismo no tiene facultad para revisarlos o suspenderlos.

Debido a que en el país se han iniciado varios procedimientos de revocatoria de

mandato, y con el objeto de evitar o cesar la amenaza o violación de derechos

reconocidos en la Constitución, los mismos que pueden ocasionar daños

irreversibles a quienes se encuentren dentro de un proceso de revocatoria de

mandato, y para asegurar, por otra parte, no lesionar el derecho que tiene la
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ciudadanía a ejercer la revocatoria del mandato como derecho político, esta Corte

considera pertinente adoptar como medida cautelar la suspensión de los procesos

de revocatoria iniciados y los que se iniciaren en contra de las autoridades de

elección popular, hasta que la Asamblea Nacional regule el procedimiento y

requisitos de la revocatoria de mandato, bajo las estipulaciones de la parte

resolutiva que se detalla en la sentencia.

III. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, administrando Justicia Constitucional y por mandato

de la Constitución de la República del Ecuador, la Corte Constitucional, para el

período de transición, expide la siguiente:

SENTENCIA

1. Se niega la acción de inconstitucionalidad por omisión planteada por el

señor Johnny Ricardo Firmat Chang (Secretario General de la Asociación

de Municipalidades Ecuatorianas, AME).

2. Se dispone como medida cautelar la suspensión por parte del Consejo

Nacional Electoral de los procesos que se encuentren debidamente

calificados para la revocatoria de mandato a las autoridades de elección

popular, hasta que la Asamblea Nacional regule los requisitos y

procedimientos para hacer efectivo este derecho de participación, y se

establece que las autoridades objeto de revocatoria, cuando la solicitud

esté debidamente calificada por el Consejo Nacional Electoral, podrán, en

ejercicio de su autonomía de voluntad, solicitar a dicho Organismo la

suspensión del proceso en base a la presente sentencia; mas, quienes así

no se manifiesten, se entenderá que es su decisión continuar con la

revocatoria y así deberá proceder el Consejo Nacional Electoral.

3. Se declara por conexidad la inconstitucionalidad parcial de la frase "por el

plazo de siete días " contenida en el inciso primero del artículo 200 de la

Ley Orgánica Electoral, Código de la Democracia, y el segundo inciso del

artículo 27 de la Ley Orgánica de Participación Ciudadana; mientras tanto

y conforme a la Constitución de la República, ha de tenerse como plazo

quince días para la convocatoria a revocatoria de mandato por parte del
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Consejo Nacional Electoral, de conformidad con lo dispuesto en el
artículo 106 de la Constitución de la República del Ecuador.

4. Hágase conocer el contenido de esta sentencia al Consejo Nacional
Electoral.

5. Notifíquese, publíquese y cu

azmifao Freiré

SIDENTE

.arrea Jijón

fARIO GENERAL

Razón: Siento por tal, que la Sentencia que antecede fue aprobada por el Pleno

de la Corte Constitucional, para el período de transición, con ocho votos de los
doctores: Roberto Bhrunis Lemarie, Patricio Herrera Betancourt, Miguel Ángel

Naranjo, Hernando Morales Vinueza, Ruth Seni Pinoargote, Nina Pacari Vega,

Edgar Zarate Zarate y Patricio Pazmiño Freiré, y un voto salvado del doctor
Manuel Viteri Olvera, en sesión ordinaria del día miércoles veintiséis de enero
del dos mil once. Lo certifico.

ALJ/sar/ccp

<^~"^--©ffAfnTro LarreíLarrea Jijón

TARIO GENERAL

Razón: Siento por tal, que la Sentencia que antecede fue suscrita por el doctor
Patricio Pazmiño Freiré, Presidente de la Corte Constitucional, para el periodo de
transición, el día jueves veintisiete de enero del dos mil once. Lo certifico.

o Larrea Jijón

TARIO GENERAL


